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I. Introducción
La sola lectura del título de esta ponencia puede despertar aún en el lector más desprevenido, la inquietud de interrogarse acerca de cuáles pueden ser los peligros de la regla de la inmediación, de la que todos estamos de acuerdo y respecto de la cual todos advertimos bondades. ¿Acaso puede derivarse algún peligro de esta regla? 
Pues bien, la respuesta es definitivamente afirmativa y en la presente charla habré de exponer -al menos sucintamente debido al tiempo asignado- dos de los peligros que advierto pueden verificarse cuando de inmediación hablamos. 
Avanzaré en el tratamiento de los problemas planteados a través del método de las aproximaciones sucesivas, por lo que, en forma previa, abordaré, en una primera parte, su concepto y alcance, así como sus enormes ventajas en comparación con la mediación, para luego, en una segunda parte, adentrarnos a dos peligros que pueden visualizarse entorno a esta regla: por un lado, el riesgo de aplicar interpretaciones rigurosas de la regla que pueden derivar en una escasa motivación de las sentencias y una imposibilidad de control en instancias ulteriores del razonamiento probatorio y de la valoración de la prueba realizada en el grado anterior y, por otro lado, analizaré los peligros que en la actualidad supone la aplicación de las tecnologías de la información y comunicación para la referida regla.

II. 	Inmediación. Categorización y concepto	
	Antes de abordar el concepto de inmediación, resulta necesario realizar un abordaje previo que refiere a la categorización de la inmediación y aclararemos que, contrariamente a lo que se afirma por gran parte de la doctrina, no constituye un principio procesal sino más bien una regla, lo cual nos obliga a detenernos, aunque sea por un instante, para visualizar tal diferenciación. 
II.1 	La inmediación como regla
Es sabido que existe una corriente doctrinal que denomina principios a ciertas cosas que no lo son. En rigor de verdad, solo merece la calificación de principio a aquel que es esencial al proceso, a la noción de debido proceso y la defensa en juicio. Ostenta siempre un carácter unitario y, sin su presencia efectiva, no puede hablarse seriamente de proceso[footnoteRef:1].  [1:  Adolfo ALVARADO VELLOSO, Carolina GIUFFRA, Manual de Derecho Procesal. Teoría General del Proceso, FCU, Montevideo, 2024, pp. 237-243. ] 

Ahora bien, existen otras líneas directrices que se presentan siempre e invariablemente en forma binaria o como pares antinómicos, por lo que, a contrario de los principios, las reglas son duales. A saber: oralidad o escritura; mediación o inmediación; entre otros. El legislador puede optar entre una y otra de las reglas y ninguna de ellas afecta el debido proceso. 
Cuando el legislador opta por una de ellas desplaza automáticamente a la otra, debido a que no pueden coexistir actitudes que se excluyen. Esto no implica que no puedan sucederse en etapas diversas del proceso (por ej., una etapa es escrita y la siguiente oral). A estas líneas directrices les asignamos la denominación de reglas técnicas del debate procesal y, por razones obvias, ostentan una importancia sensiblemente menor que la de los principios: sin éstos no hay proceso; pero habiéndolo, poco importa ontológicamente que el medio de expresión ante el juzgador sea la oralidad o la escritura, por ejemplo, en tanto que la respectiva regla no desnaturaliza la esencia misma del proceso. 
Aclarado lo anterior entonces, la inmediación no es -bajo este entendimiento- un principio, pues admite un par antinómico, es decir, la mediación; razón por la cual no cabe más que concluir que ésta constituye una regla o línea directriz respecto de la cual el legislador opta y lo ha hecho en la gran mayoría de los sistemas procesales modernos.   
II.2 	Noción de inmediación  
Al amparo de lo anterior, vemos que la inmediación constituye una regla y no un principio, por lo que es hora entonces de preguntarnos acerca del concepto de inmediación, para poder así visualizar las problemáticas que en torno a éste se plantean. 
El vocablo inmediación expresa convencionalmente proximidad o contigüidad a algo, cercanía física a un objeto material que es susceptible de convertirse en un método de conocimiento e interacción con el objeto de que se trate. 
Desde una perspectiva procesal, la inmediación se ubica dentro de la categoría de reglas pues, como ya adelantamos, admite como contracara la mediación[footnoteRef:2] y se encuentra particularmente en estrecha relación con la oralidad[footnoteRef:3], se dice incluso que es una “compañera de viaje” de ésta y exige el contacto directo y personal del juez con las partes y con todo el material del proceso, excluyendo cualquier medio indirecto de conocimiento judicial. [2:  La mediación es el opuesto a la inmediación y la primera pudo haberse inspirado antiguamente en el temor a que el contacto vivencial pudiera afectar la imparcialidad del tribunal y por ello defiende la conveniencia de que el tribunal guarde una relación impersonal e indirecta con las partes y demás sujetos del proceso. ]  [3:  Existe una estrecha vinculación entre oralidad e inmediación, pero ambos conceptos no se identifican. La oralidad es un tipo procesal y se refiere al medio de expresión que se utiliza en el proceso, mientras que la inmediación refiere a la forma en que el juez toma contacto con el material de conocimiento y con los intervinientes en el mismo. Véase al respecto: Giuseppe CHIOVENDA, Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, Instituto Editorial Reus, Madrid, 1977, pp. 182-183.  ] 

Cierto es, que ha costado muchos siglos conseguir que los jueces estuvieran presentes en la práctica de la prueba[footnoteRef:4] y en la actualidad, en la gran mayoría de los ordenamientos jurídicos, se consagra la regla de la inmediación.  [4:  Idem. ] 

El propio CALAMANDREI[footnoteRef:5] la define como presencia simultánea de los varios sujetos del proceso en el mismo lugar, con la posibilidad consiguiente de intercambiar oralmente sus comunicaciones.  [5:  Piero CALAMANDREI, Instituciones de derecho procesal civil, t. I, trad. Santiago SENTÍS MELENDO, Ejea, Buenos Aires, 1973, p. 330.  ] 

Por su parte, la doctrina en general hace hincapié en el carácter de la relación del juez con las fuentes de prueba, afirmándose la superioridad del juicio presencial, en tiempo real, que ofrece la ventaja de que, en la viva voz, hablan también el rostro, los ojos, el color, el movimiento, el tono de voz, el modo de decir, y tantas otras pequeñas circunstancias que desarrollan e incluso pueden modificar el sentido de las palabras. Por tanto, se entiende la inmediación como observación inmediata, o como forma de acortar las distancias, o de integral y directa percepción de la prueba por parte del juez.
En este sentido se requiere que los actos procesales y la producción de la prueba transcurran ante la presencia directa del órgano jurisdiccional. Y ello por cuanto se entiende, que el contacto directo con las fuentes de conocimiento judicial posee mayores ventajas que cualquier transcripción escrita o, en su caso, reproducción mecánica o electrónica, ya que elimina intermediarios que pudieran -de algún modo- viciar la transmisión, posibilitando, además, como es común destacar, la percepción de elementos paralingüísticos, ligados al lenguaje corporal, cuya plasmación en las actas manuscritas resulta inviable. 
Entonces, se ha dicho que lo fundamental es comprender que el juez no se basa en el acta para dictar la resolución, sino en el acto, esto es, en la fuente de conocimiento originaria. Por esta razón, la convicción judicial fundada en datos percibidos directamente por el tribunal, esto es, por lo que ven y oyen lo que ya después otros ojos y otros oídos no percibirán, gozará para algunos, de una fiabilidad comparativamente superior que la obtenida por cualquier otra vía de adquisición de esas informaciones, simplemente porque será la más próxima a los hechos cuya realidad se pretende comprobar. 
De ello se deriva que el juez deba presenciar la producción de la prueba bajo sanción de nulidad del acto, salvo limitadas excepciones en las que no sea posible la presencia del juzgador. 
Por lo demás, la regla exige que entre dicha valoración de la prueba y el pronunciamiento del juez transcurra el menor plazo posible, pues la inmediación es enemiga de la dilación. Los resultados favorables de aquélla, esto es, las impresiones y recuerdos se borran o desaparecen de la mente del decisor, en la medida en que el lapso que pueda transcurrir entre la práctica y la valoración de la prueba sea excesivamente largo. 
Ahora bien, hasta ahora hemos visto que la inmediación tendría grandes virtudes y ventajas sustanciales respecto de la mediación. Corresponde ahora detenernos al menos por un instante para analizar una interpretación que algunos han realizado de la inmediación y sus consecuencias a la hora de la motivación de la sentencia y de la valoración de la prueba. Y aquí está, precisamente, el primero de los peligros que se advierten cuando posamos la mirada en esta regla que solo en apariencia luce sencilla. 
III.	Los peligros de interpretaciones rigurosas de la inmediación
Los invito a detenernos a analizar las voces -todas ellas muy reconocidas[footnoteRef:6]- que plantean ciertos peligros de la inmediación o más precisamente, sobre algunas interpretaciones rigurosas que de la inmediación se han realizado, las cuales derivan peligrosamente en una reserva -casi en exclusividad- al decisor de primer grado de la valoración de la prueba, así como en exigencias débiles o nulas de motivación de los hechos probados y un sistema de recursos que dificulta a menudo la valoración de la prueba en instancias superiores.  [6:  A vía de ejemplo: Perfecto Andrés IBAÑEZ, “Sobre el valor de la inmediación (Una aproximación crítica)”, Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal -Casación, No. 2001-2007 I – VII (1-6/7); Jordi FERRER BELTRÁN, “El control de la valoración de la prueba en segunda instancia. Inmediación e inferencias probatorias”, Revus, No. 33, 2017, https://doi.org/10.4000/revus.4016. ] 

El primero de los aspectos para tomar en consideración hace al acto mismo del contacto directo del juzgador con la producción de los medios de prueba. Aquí, entonces, radica la primera precisión a realizar: se afirma que el lenguaje gestual y la actitud del declarante están compuestos de una imprecisa significación y es por ello por lo que se abre un abanico muy variado de interpretaciones, siendo sencillamente absurdo sostener que, si el declarante es vehemente, muy seguro de sí mismo y mira a los ojos, está diciendo la verdad, mientras que si titubea y desvía la mirada está mintiendo. 
La palidez del rostro, la tartamudez o la inseguridad en la expresión del declarante o lo que haga con las manos, puede, al menos para los ojos de un observador no especializado en esa clase de exámenes, significar miedo del culpable a ser descubierto en su escenificación de la mentira o pavor del inocente a no ser creído en la afirmación de la verdad. Es por todo lo anterior que se afirma que los jueces deberían conocer de psicología del testimonio, para evitar recurrir -sin más- a su mera intuición que por muy afinada que sea, no deja de constituir un espacio subjetivo e incontrolable. 
Por ende, si un testigo se muestra manifiestamente nervioso, de ello no se deriva ineluctablemente que miente. La inferencia de que miente no depende en absoluto de la percepción, sino de generalizaciones o máximas de experiencia del juzgador que, por lo demás, han sido estudiadas por la psicología del testimonio que no siempre son acertadas y menos aún fundadas.
A la luz de lo antes mencionado, el juzgador de primera instancia, al amparo de la regla de la inmediación, esto es, del contacto directo que tiene con la producción de la prueba, no puede escudarse en ésta como forma de no motivar adecuadamente su decisión en cuanto a los hechos que da por probados, ni tampoco se puede justificar con ello la imposibilidad de control en instancias ulteriores del razonamiento probatorio y de la valoración de la prueba realizada en un grado anterior[footnoteRef:7], por no haber el decisor de ulterior instancia presenciado la práctica de la prueba, pues puede igualmente demostrar la incorrección de una valoración testimonial basada en una generalización falsa o incluso de una errónea percepción del acto, aun cuando no lo haya presenciado, pues el mecanismo de la grabación de las audiencias permite subsanar cualquier defecto de percepción en que haya incurrido el juez de primera instancia que estuvo presente en la práctica de la prueba.  [7:  Así, por ejemplo, el Tribunal Constitucional español ha afirmado que la inmediación cercena toda posibilidad de control de la valoración de las pruebas personales por parte de órganos jurisdiccionales que no estuvieran presentes en su práctica (a vía de ejemplo: sentencia No. 167/2002, de 18/09/2002). De igual modo en México, el artículo 468 del Código Nacional de Procedimientos Penales que regula las causales por las que puede apelarse una sentencia de primera instancia, dispone, en lo que al punto importa lo siguiente: “Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Tribunal de enjuiciamiento: […]  II. La sentencia definitiva en relación a aquellas consideraciones contenidas en la misma, distintas a la valoración de la prueba siempre y cuando no comprometan el principio de inmediación, o bien aquellos actos que impliquen una violación grave del debido proceso”.] 

En otras palabras, si bien es cierto que al amparo de la regla de la inmediación, el juez de primer grado tiene una percepción directa de la producción de las pruebas y, por ende, tendrá la mejor posición epistemológica para valorarlas, de ello no se deriva la imposibilidad de revisión de la valoración de la prueba realizada por el juez de primera instancia, suponiendo que, siempre y en cualquier caso, aquél estará en mejor posición cognoscitiva que cualquier otro juez o tribunal que pudiera revisar la valoración de la prueba realizada en la primera instancia, pues de lo contrario, la inmediación acabaría siendo un “cheque en blanco para motivar menos, consiguiendo además evitar el control de las partes y de los órganos jurisdiccionales”[footnoteRef:8], creando una zona opaca al control racional que contradice la cultura de la motivación, puesto que si bien es cierto que en el proceso de valoración las intuiciones existen y tal vez sean inevitables, ello no significa que puedan ser esgrimidas como excusa para la no justificación. [8:  Jordi NIEVA FENOLL, “Inmediación y valoración de la prueba: el retorno de la irracionalidad”, Civil Procedure Review, v. 3, No. 1: 3-24; enero-abril 2012.] 

Algunos autores incluso llegan a decir que, en el fondo, por más difícil que sea asumirlo y más reconocerlo, la situación actual no es diversa de lo que ocurría a principios del siglo XIX con la aplicación de la prueba legal. Lo que buscaban los jueces con la aplicación de la prueba legal era, precisamente, lo mismo que lo que pretenden ahora con la inmediación: eludir la motivación[footnoteRef:9], pues la convicción que a través de la inmediación forma el tribunal de la prueba directa practicada en su presencia, depende de una serie de circunstancias de percepción, experiencia y hasta intuición que son difíciles de expresar a través de la motivación.  [9:  Idem. ] 

GARCÍA AMADO[footnoteRef:10] afirma incluso que existe un mito en la inmediación y una aporía en la teoría de la prueba, avizorando que estamos en un callejón sin salida por causa del papel que se sigue atribuyendo a la inmediación, ya que constituye una misión imposible pretender que argumentativamente se acredite la certeza objetiva sobre una impresión que a la vez se reconoce como intrínsecamente subjetiva, porque -remata el autor- decir que no se creyó aquel testimonio porque al testigo le temblaba la voz y extraer de ello que el testigo probablemente mintió, no es objetivar nada. En la misma línea se ubica DE LA OLIVA[footnoteRef:11] para quien no parece razonable pedir que se exprese lo que pertenece a los internos procesos psicológicos de convicción, muchas veces parcialmente objetivables y también pertenecientes al ámbito de lo inefable.  [10:  Antonio GARCÍA AMADO, Contra el mito de la inmediación. Aporías de la teoría de la prueba en la jurisprudencia española, en Almacen de Derecho, 2023, https://almacendederecho.org/]  [11:  Andrés DE LA OLIVA, “La sentencia”, en Andrés De la Oliva, Sara Aragoneses, Rafael Hinojosa, Javier Muerza y José Antonio Tomé, Derecho procesal penal, 5ª ed., Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 2002, p. 514. El autor sostiene una concepción persuasiva de la prueba y reduce la motivación a la explicación de las causas que han llevado al juez a creer en la ocurrencia del hecho en cuestión. Pero expresar las causas de una creencia, en el caso de poder hacerse, es distinto de justificar una decisión.

] 

Independientemente de estas posiciones, algunas con aspectos crudamente ciertos, podemos decir que, en aras de respetar el derecho fundamental al debido proceso y de acuerdo con una concepción racionalista de la prueba, corresponde interpretar a la inmediación con un alcance más limitado, en el sentido de que, si bien la práctica de la prueba debe realizarse en presencia del juzgador, de ello no se deriva la imposibilidad de control o revisión del razonamiento probatorio del juzgador realizado a partir de las pruebas practicadas y de lo percibido a partir de ellas. Debido a lo anterior, existirán preguntas ineludibles que debe realizarse el órgano de alzada cuando está siendo impugnada la valoración de la prueba y que no afectan esta regla de la inmediación. A saber: las conclusiones a las que se arribó sobre la fiabilidad de las pruebas ¿resultan de generalizaciones bien soportadas por reglas de la lógica y de la experiencia? ¿existen otras hipótesis posibles que pueden explicar los hechos conocidos? ¿hay lagunas probatorias[footnoteRef:12]? En la reconstrucción del razonamiento probatorio ¿existen errores en la cadena inferencial? [12:  Las lagunas probatorias impactan en el razonamiento pudiendo derivar en la total ausencia de fundamentación de sus conclusiones.] 

No puede entenderse que la regla de la inmediación es incompatible con el control de la valoración de la prueba que debe realizar el juez de ulterior instancia. Tanto los errores de percepción (que son aquellos que aquejan la valoración de la prueba porque el juez comprendió deficientemente una declaración testimonial, por ejemplo), como los errores de inferencia (que no dependen de la percepción sino que son aquellos que afectan el razonamiento de lo percibido a las conclusiones probatorias), pueden ser controlados y corregidos en el grado superior, aun cuando, como en el primer caso, el decisor de ulterior instancia no haya participado al momento de la producción misma del medio pero la grabación de las audiencias le permite perfectamente su revisión y, en el segundo caso, no resulta necesario haber estado presente en la práctica de la prueba para poder decir que es infundada la inferencia efectuada por el juez a quo por no estar soportada por las reglas de la lógica, ni de la ciencia ni de la experiencia. 
Ahora bien, expuestas entonces las inquietudes antes mencionadas, vemos que la inmediación, a pesar de los problemas que puede aparejar es, sin duda, preferible frente a la mediación, pues será siempre mejor tener al juzgador presente en la práctica de la prueba que no tenerlo y recordemos que constituye una batalla que nos ha costado mucho lograr y a la que no podemos renunciar tan rápidamente.
Y esto nos introduce en el segundo de los problemas que abordaremos en esta charla, en la que trataremos los peligros a los que la regla de la inmediación se ve enfrentada en la actualidad.

IV.	La regla de la inmediación: consagración normativa y situación post pandemia  
A modo introductorio, podemos decir que, en el último siglo, es sabido que la sociedad humana ha cambiado más que en cualquier otro momento de su historia, transformando la existencia humana en todos los aspectos, incluyendo, naturalmente y como no podía ser de otra manera, el derecho, la moral y la forma de pensar al individuo. 
De hecho, hay quienes hablan de la cuarta revolución industrial[footnoteRef:13] y otros afirman que existe una nueva forma de afrontar la organización social, fenómeno al que BARONA VILAR denomina la “algoritmización de la vida”[footnoteRef:14], en el que los algoritmos pasan a infiltrarse con las nuevas tecnologías, a todas las ramas de la vida y actividad humanas.  [13:  Klauss SCHWAB, La cuarta revolución industrial, Ed. Debate, 4ª ed., Barcelona, 2018, p. 13 y ss. ]  [14:  Silvia BARONA VILAR, “Inteligencia artificial o la algoritmización de la vida y de la justicia: ¿solución o problema?”, Revista Bolivariana de Derecho, No. 28, 2019, pp. 18-49.] 

El Derecho y el proceso no pueden escapar a tal revolución en la que el Poder Judicial asiste -a menudo atónito-, a la implementación de herramientas que han sido disruptivas y que a la vez de servir de apoyo en las tan diversas actividades procesales, también amenazan con sustituir la actividad de los jueces, poniendo en jaque la tutela jurisdiccional efectiva entendida como derecho fundamental resultado de la transición de la justicia privada realizada por el propio interesado u ofendido, a una justicia estatizada, cuyo titular pasó a ser el Estado[footnoteRef:15][footnoteRef:16].   [15:  Eduardo J. COUTURE, Introducción al estudio del proceso civil, Depalma, Buenos Aires, 1978, p. 17.]  [16:  En nuestro ordenamiento jurídico, el derecho de toda persona de acceder a una tutela jurisdiccional efectiva constituye un derecho inherente a la personalidad humana o a la forma republicana de gobierno, consagrado tácitamente en el art. 72 de la Constitución de la República. Adicionalmente, nuestra ley procesal civil prevé que toda persona tiene el derecho a acudir ante los tribunales a plantear un problema jurídico concreto u oponerse a la solución reclamada y a ejercer todos los actos procesales concernientes a la defensa de una u otra posición procesal y el tribunal requerido tiene el deber de proveer sobre sus peticiones, lo cual está consagrado expresamente en el art. 11.1 del CGP.  Por lo demás, el art. 11.4 del CGP, en la redacción dada por la Ley No. 19.090, de fecha 14 de junio de 2013, establece que: “Todo sujeto de derecho tendrá acceso a un proceso de duración razonable que resuelva sus pretensiones, así como el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva”, habiéndose consagrado a texto expreso el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva”, recogiendo la más moderna orientación de las normas internacionales y de Derecho Comparado.] 

En el Uruguay la inmediación, erigida como principio, está consagrado en el art. 8 del CGP el cual, bajo el acápite "Inmediación procesal”, dispone que “tanto las audiencias como las diligencias de prueba que así lo permitan, deben realizarse por el tribunal, no pudiendo éste delegarlas so pena de nulidad absoluta, salvo cuando la diligencia debe celebrarse en territorio distinto al de su competencia". 
La disposición implica la obligatoria presencia del juez en todas las audiencias sin excepción y diligencias de prueba que “así lo permitan”, dándosele a la regla un amplio alcance ya que no se limita a la recepción de las pruebas, sino que se extiende a todas las audiencias, disponiendo además que no puede delegarlas, salvo casos excepcionales, so pena de que sean declaradas nulas.
Ahora bien, ¿cuál es la situación de la inmediación luego de la emergencia sanitaria? 
Desde hace ya varios años, se viene fantaseando con la posibilidad de celebrar juicios por videoconferencia que sería -para algunos- un “bálsamo de fierabrás” que resolvería los problemas de acumulación de trabajo de los juzgados y sería más eficiente porque evitaría el desplazamiento de profesionales y personas en general (al menos para los abogados), pues el juzgador debería trasladarse a la sede del juzgado y lo mismo los testigos y peritos deberían también estar en principio en la sede del tribunal para asegurar garantías de identidad y confidencialidad, entre otros aspectos.  
Para algunos defensores acérrimos de la práctica de audiencias por videoconferencia, encontramos a quienes incluso, se han pronunciado para que el uso de las TIC, que se dio de forma excepcional en la situación de emergencia sanitaria durante la pandemia del Covid 19, se convierta en regla y, en definitiva, en un proceder ordinario.  
Por lo demás, existen voces muy acertadas que señalan que la audiencia es, en rigor de verdad, un acto oral, y es un todo, en el que la inmediación, contradicción y publicidad asociadas al acto determinan su esencia y su valor. Se trata de un acto que se celebra en un lugar determinado, que es la sede judicial y de un modo preciso: mediante la declaración oral y espontánea de las partes, testigos y perito. Y ello no puede sustituirse por un agregado de imágenes en directo, visualizadas por los intervinientes en un escenario que no cumple a cabalidad con las reglas propias del proceso civil. 
Pero antes de seguir avanzando, podemos echar un vistazo a la regulación del tema en los distintos ordenamientos jurídicos de Europa y la región latinoamericana, para poder luego de ello extraer algunas conclusiones.
Si posamos la mirada en Europa, vemos que, en relación con este punto, en algunos países, se permite la realización de audiencias mediante videoconferencia o teleconferencia.
En Alemania está prevista con gran amplitud desde la reforma que entró en vigor en el año 2002.  De acuerdo con la nueva normativa, si las partes están de acuerdo, el tribunal puede autorizar la realización de la audiencia sin la presencia física en sala de las partes siempre que se asegure una adecuada técnica de transmisión de la imagen y una simultánea emisión del sonido. 
En Italia no existe tal regulación, pero se ha admitido su utilización, mientras que, en España, sí existe regulación específica pero la misma tiene un límite objetivo de aplicación: concretamente, la producción de prueba.
	En Portugal se preveía ya en el anterior código de proceso civil la utilización de la videoconferencia para la producción de los interrogatorios de testigos y partes, solución que se mantiene en el actual Código del año 2013.  	
	Si posamos la mirada en América, vemos que en Argentina no existe una regulación legal específica sobre el punto, pero por Acordada del año 2013 se prevé que cuando una persona se halla fuera de la jurisdicción del tribunal y deba comparecer como imputado, testigo o perito y no sea oportuno o posible que acuda personalmente a la sede del tribunal, éste puede disponer la realización de la audiencia por videoconferencia. Si bien la acordada parece quedar acotada al imputado, perito y testigo, lo cierto es que habilita la comparecencia a la audiencia por esta vía con gran amplitud.
	En Brasil, el Código de 2015, habilita la realización de los actos procesales mediante videoconferencia u otro recurso tecnológico de transmisión de sonidos e imágenes en tiempo real. Es una formula especialmente amplia porque no se limita a la realización de la audiencia por videoconferencia sino también por cualquier otro recurso tecnológico que permita la transmisión audiovisual en tiempo real.
En Costa Rica, el Código procesal civil admite en general la actuación procesal por medios tecnológicos lo cual es normativamente suficiente como para poder utilizar medios tecnológicos para realizar una audiencia a distancia.  
Finalmente, en el Uruguay, no existen normas legales que permitan la realización de audiencias por videoconferencias, no obstante, una interpretación evolutiva de los textos legales habilita tal solución, entendiéndose que hoy en día sería posible comparecer a cualquier audiencia del proceso por videoconferencia, incluso aquellas que exigieran asistencia personal de las personas físicas (por ej. la audiencia preliminar)[footnoteRef:17]. En tal sentido, la Suprema Corte de Justicia[footnoteRef:18] en dos Acordadas, ha definido a la videoconferencia como aquel sistema interactivo de comunicación que trasmite, de forma simultánea y en tiempo real, imagen, sonido y datos a distancia, de una o más personas que presten declaración en un lugar distinto del tribunal competente, regulando el servicio “oficial” de la videoconferencia. [17:  Se destaca que existió un “plan piloto”, previsto en la resolución de la SCJ, No. 33/2020, del 14.05.2020, para la celebración de audiencias por videoconferencias en ciertos juzgados (Letrados de 1ª instancia en lo Civil y los Letrados en lo Contencioso Administrativo con sede en Montevideo), previéndose que el juez y la parte o testigo que declarare debían comparecer en forma personal a la sede del juzgado. Finalmente, también en materia penal se habilitan audiencias semi-presenciales en las que uno de los participantes interviene desde un lugar distinto, pero dentro de la sede judicial, para los casos de audiencias que deban realizarse en forma presencial pero no sea posible hacerlo por razones de infraestructura. Se admite que el imputado participe desde el centro de reclusión y su defensor desde la sala de audiencias u otro lugar con ciertos requisitos.]  [18:  Acordada No. 7784 del año 2013 y No. 7902 del año 2017, dieron un marco para el uso de esta tecnología, pero el ámbito de aplicación está acotado a la producción de medios de prueba.] 

A la luz de lo anterior y más allá de haber constituido durante la emergencia sanitaria una solución razonable para evitar la paralización total del servicio de justicia, podemos preguntarnos en la actualidad, sobre cuáles son las objeciones, si es que las hay, que puede plantear la realización de las audiencias virtuales, todo lo cual nos abre paso a la última parte de esta charla. 
V.	Las audiencias virtuales: ¿se cumple con la regla de la inmediación?
	En relación con la implementación de las audiencias virtuales advertimos que, por un lado, existe un “optimismo desbordante” que vemos, por ejemplo, en España, con gran parte de la doctrina y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que se muestran favorables a la plena implementación de los procesos on line, destacándole innumerables ventajas, mientras que, por el contrario, la experiencia americana no aporta resultados demasiado halagüeños.
	En este último sentido, de acuerdo con un estudio publicado por la Stanford Law School, sobre justicia virtual[footnoteRef:19] en agosto de 2021, en el que se entrevistaron abogados defensores penales, jueces, fiscales y personal judicial en tres jurisdicciones[footnoteRef:20], los 2/3 de los consultados estuvieron de acuerdo en que el cambio a lo virtual de los procedimientos dañan la comunicación con el cliente, indicando, la gran mayoría de ellos, que el cambio a los procedimientos virtuales inhibió su capacidad para entablar conversaciones confidenciales con sus clientes, además de haberse comprometido el acceso a la justicia, en particular, a los ciudadanos con problemas de acceso a las nuevas tecnologías por motivos generacionales, de población con baja conectividad a internet, económicos, entre otros.  [19:  Virtual Justice? A National Study Analyzing the Transition to Remote Criminal Court, https//law.stanford.edu/publications/virtual-justice-a-national-study-analyzing-the-transition-to-remote-criminal-court/]  [20:  Florida, Wisconsin, Dakota del Norte.] 

	En definitiva, los encuestados concluyeron que se ha deshumanizado la justicia pues el justiciable deja de tener acceso directo al juez que es quien, en definitiva, resolverá su problema jurídico, enervándose la escucha cercana, similar a la que tiene el médico con su paciente o el profesor con su alumno. Asimismo, destacan la pérdida de datos intangibles que no deberían perderse, como lo son la eliminación de las señales no verbales y la reducción de las señales físicas de percepción directa de la persona que declara judicialmente. Además, la colocación y ángulo de visión de una cámara, la intensidad de colores de la pantalla del ordenador a través de la cual se visualiza la declaración de la persona interrogada, el volumen de la voz, son elementos externos a la propia declaración de la persona que condiciona su percepción y valoración judicial. A ello se le adiciona naturalmente las dificultades o pérdidas de conectividad de internet con paralizaciones de imágenes, o interferencias que dificultan la comunicación y percepción. 
	Sobre el particular entiendo que, si bien durante la emergencia sanitaria la utilización de la videoconferencia para la realización de las audiencias ofreció una solución razonable para evitar la paralización total del servicio de justicia, corresponde a la hora actual ser cautos a la hora de admitirla así, sin más, pues comienza a tallar la debida defensa que no puede ni debe ser horadada en aras de pretender convertir a los procesos en más ágiles y cómodos, a la vez de mejorar el colapso en el que están inmersos nuestros tribunales judiciales. 
	Si bien es cierto que nadie puede dudar que una declaración testimonial producida a través de una videoconferencia con el mismo juez que conoce del asunto será más respetuosa de la regla de inmediación que si se produjera a través de un tribunal comisionado, no menos cierto es que pueden existir determinados aspectos sensoriales (en cuanto a la visibilidad y audibilidad) que pueden verse afectados en una audiencia virtual, a lo que se le adiciona dificultades en la conectividad de internet que pueden interferir la comunicación y percepción de los sujetos del proceso. 
	Pues bien, sostengo y lo he venido haciendo desde hace ya largo tiempo, que las TIC que desembarcaron firmemente durante los años de la emergencia sanitaria y que llegaron para quedarse, son apenas una herramienta de apoyo a los sistemas de justicia y deben seguir siéndolo; por lo que su aplicación no puede de modo alguno habilitar a un debilitamiento de las garantías de la debida defensa en juicio, porque lo que está en juego es precisamente eso, ni más ni menos. 
VI.	Conclusiones
A la luz de todo lo expresado en apartados anteriores, podemos extraer las siguientes conclusiones: 
a. Se debe entender el proceso como un lugar de comunicación entre todos los sujetos que acuden a él para confrontar sus intereses, buscando la pacificación social. 
b. En esa búsqueda de la comunicación es que se plantea que los actos procesales y la producción de la prueba transcurran ante la presencia directa del órgano jurisdiccional.
c. Cierto es que contacto directo con las fuentes de conocimiento judicial posee mayores ventajas que cualquier trascripción escrita o, en su caso, reproducción mecánica o electrónica, ya que elimina intermediarios que pueden viciar la transmisión, permitiendo captar elementos paralingüísticos, ligados al lenguaje corporal.  
d. Hemos luchado siglos por tener el “milagro” de tener a un juez presente en las audiencias y presenciando la producción de los medios de prueba, sigamos protegiendo la regla de la inmediación, sin dejarnos seducir, por un lado, por el avance tecnológico y las bondades de la virtualidad que no pueden generar una degradación de derechos; y, por otro, corresponderá delinear razonablemente el alcance de la inmediación, sin que ello habilite a una infra-motivación de las sentencias, ni tampoco a una falta de revisión de la valoración de la prueba por parte de los tribunales superiores. 
e. No perdamos de vista en el horizonte -a menudo borroso- los territorios que nos llevó siglos conquistar, ni retrocedamos un ápice en los derechos ganados, pues cualquier tipo de mancillamiento redundará en una pérdida por demás desgraciada de garantías para los justiciables que no merecen ser horadadas.   
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